
Fecha: 18 de marzo de 2026

DICTAMEN 1/2026

Relativo al régimen jurídico aplicable a la tramitación de solicitudes de ejercicio del dere-
cho de acceso a datos personales en las Administraciones Públicas.

1. Objeto del dictamen

El presente dictamen se emite en virtud del poder consultivo que el artículo 58.3 
b) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 
(en adelante RGPD), le confiere a este Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía (en adelante, el Consejo), en su condición de autoridad independiente de control en mate-
ria de protección de datos.

Constituye su objeto el análisis de los principales cuestiones jurídicas que plantea la tra-
mitación de las solicitudes de ejercicio del derecho de acceso a datos personales en el ámbito de 
las Administraciones Públicas, con el fin de ofrecer criterios interpretativos sobre el modo de 
proceder en estos supuestos.

A tal efecto, el dictamen examina, entre otras cuestiones, la admisibilidad de las solicitu-
des de acceso, en especial cuando se formulan de manera genérica, la posibilidad y el régimen 
de las solicitudes de aclaración, los medios admisibles para su presentación, la identificación de 
la persona solicitante, el cómputo y la eventual ampliación de los plazos de respuesta, la comu-
nicación o derivación entre responsables del tratamiento y la viabilidad de modelos organizati -
vos de gestión centralizada.
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2. Sobre la admisibilidad de solicitudes genéricas de acceso

2.1. Planteamiento de la cuestión

La cuestión que se somete a análisis consiste en determinar si una solicitud genérica del 
tipo "solicito el acceso a la totalidad de mis datos personales que se estén tratando” en esa Ad-
ministración puede ser denegada por "excesiva" en virtud del artículo 12.5 del Reglamento (UE) 
2016/679, General de Protección de Datos (RGPD) desde el momento mismo de su recepción, sin 
necesidad de realizar más actuaciones.

2.2. Marco normativo

El artículo 15 RGPD reconoce al interesado el derecho a obtener del responsable confir-
mación de si se están tratando o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho 
de acceso a los datos personales y a información detallada sobre su tratamiento. El apartado 3 
garantiza el derecho a obtener una copia de los datos personales objeto de tratamiento. Este de-
recho encuentra su fundamento en el artículo 8.2 de la Carta de Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea.

El artículo 12.5 RGPD prevé, como excepción al principio general de gratuidad, que cuan-
do las solicitudes sean manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su ca-
rácter repetitivo, el responsable del tratamiento podrá cobrar un canon razonable o negarse a 
actuar respecto de la solicitud. La última frase del artículo 12.5 RGPD impone expresamente al 
responsable la carga de demostrar que una solicitud es manifiestamente infundada o excesiva. 
Esta inversión de la carga probatoria constituye una garantía procesal fundamental del derecho 
de acceso, en línea con el principio de responsabilidad proactiva del artículo 5.2 RGPD.

2.3. Criterios interpretativos del Comité Europeo de Protección de Datos

Las Directrices 01/2022 del Comité Europeo de Protección de Datos (las Directrices o Di-
rectrices 01/2022) sobre el derecho de acceso establecen importantes elementos para la inter-
pretación del derecho de acceso. El apartado 51 de las Directrices dispone que, si los interesa-
dos requieren literalmente "información sobre los datos tratados en relación con ellos", el res-
ponsable del tratamiento debe suponer que los interesados tienen la intención de ejercer plena-
mente su derecho en virtud del artículo 15, apartados 1 y 2, del RGPD. Esta presunción establece 
que la amplitud de la solicitud no la descalifica, sino que debe interpretarse como manifestación 
del ejercicio pleno del derecho.
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Por otra parte, el apartado 182 de las Directrices señala que la evaluación del carácter ex-
cesivo depende del análisis realizado por el responsable y de las particularidades del sector en el  
que opera, si bien el RGPD no define qué deba entenderse por "excesivo" y se impone una inter -
pretación restrictiva del concepto. El apartado 188 establece de manera categórica que el hecho 
de que el responsable tardaría mucho tiempo y esfuerzo en facilitar la información no puede, 
por sí solo, hacer que la solicitud sea excesiva. Este último apartado también precisa que las soli-
citudes pueden considerarse excesivas en particular en los casos de uso abusivo del artículo 15 
del RGPD, esto es, cuando los interesados hacen un uso excesivo del derecho de acceso con la 
única intención de causar daños o perjuicios al responsable del tratamiento.

2.4. Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea

Conviene, en primer término subrayar con carácter general que la referida jurisprudencia 
viene a incidir en la importancia del derecho de acceso en relación con los principios de lealtad y 
transparencia relativos al tratamiento, de forma que, como dispone el apartado 58 de la senten-
cia del TJUE de 22 de junio de 2023, asunto C-579/2021, este derecho de acceso es necesario pa-
ra permitir al interesado ejercer, en su caso, su derecho de rectificación, su derecho de supre-
sión («derecho al olvido») y su derecho a la limitación del tratamiento, reconocidos, respectiva-
mente, en los artículos 16 a 18 del RGPD, su derecho de oposición al tratamiento de sus datos 
personales, contemplado en el artículo 21 del RGPD, así como su derecho a recurrir por los da-
ños sufridos, previsto en los artículos 79 y 82 del RGPD. 

Asimismo, la sentencia del TJUE de 4 de mayo de 2023, asunto C-487/21, ya había indica-
do que el artículo 15 del RGPD tiene como finalidad, como precisa su considerando 11, reforzar y 
especificar los derechos del interesado, estableciendo a este respecto un derecho a obtener una 
copia (apartado 33), debiendo permitir a aquel cerciorarse de que los datos personales que le 
conciernen son exactos y de que son tratados lícitamente.

Más concretamente, debe tenerse en cuenta que la sentencia del TJUE de 26 de octubre 
de 2023, asunto C-307/22, establece en su apartado 38 que ni el tenor del artículo 12.5 ni el del 
artículo 15, apartados 1 y 3, del RGPD condicionan la entrega a título gratuito de una primera co-
pia de los datos personales a que el interesado invoque un motivo para justificar su solicitud. Es-
tas disposiciones no dan al responsable la posibilidad de exigir que se motive la solicitud de ac -
ceso. El apartado 43 aclara que el considerando 63 del RGPD no puede interpretarse en el senti-
do de que la solicitud deba denegarse si persigue un objetivo distinto del consistente en conocer  
el tratamiento de los datos y verificar su licitud. Además, el TJUE subraya que el principio de gra-
tuidad de la primera copia y la innecesariedad de invocar un motivo son elementos que facilitan 
el ejercicio del derecho de acceso y garantizan la transparencia del tratamiento (apartados 49 y 
50).

De particular interés resultan las conclusiones del Abogado General presentadas en el 
asunto C-526/24, pendiente de sentencia, que sirven como criterio orientativo a la espera del fa-
llo. En el apartado 29, el Abogado General afirma que si bien no cabe excluir que una primera 
solicitud de acceso pueda considerarse excesiva, el responsable del tratamiento solo puede in-
vocar tal carácter excesivo de manera excepcional. El apartado 30 fundamenta esta interpreta-
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ción restrictiva en que el artículo 12.5, segunda frase, del RGPD establece una excepción al prin-
cipio de gratuidad, razón por la cual la facultad del responsable de negarse a actuar debe inter-
pretarse, conforme a un principio general de interpretación, de modo estricto.

Tales conclusiones remarcan en su apartado 31 la ya referida importancia fundamental 
del derecho de acceso para garantizar la transparencia de los modos de tratamiento de los da-
tos personales y el ejercicio de muchos otros derechos que el Reglamento confiere a los intere-
sados,  determinando que el ejercicio del derecho de acceso no puede estar sujeto a requisitos 
demasiado estrictos. Por su parte, los apartados 40 y 41 precisan que, para ejercer la facultad de 
negarse a actuar, el responsable debe demostrar, a la vista de todas las circunstancias pertinen-
tes de cada solicitud, la intención abusiva del interesado.

De especial relevancia para el caso de solicitudes genéricas resulta el apartado 54 de las 
mencionadas conclusiones, en el que el Abogado General considera que las circunstancias obje-
tivas en las que el responsable debe poder basarse, en particular, para demostrar una intención 
abusiva del interesado son:

• El objeto de la solicitud de acceso.

• El tiempo transcurrido entre el consentimiento al tratamiento y la solicitud.

• El número y la naturaleza de los datos personales objeto de dicha solicitud.

• La actividad en cuyo contexto se tratan, en su caso, tales datos.

Estos criterios objetivos constituyen parámetros de referencia para distinguir una solici-
tud genérica legítima de una solicitud que, pese a su formulación aparentemente regular, persi-
gue en realidad una finalidad abusiva. La aplicación de los mismos al supuesto de una solicitud 
genérica formulada de buena fe por un ciudadano que desconoce qué datos suyos están siendo 
tratados por una administración compleja, evidencia la ausencia de elementos de abuso: el obje-
to de la solicitud es precisamente conocer qué datos se tratan (finalidad propia del artículo 15 
RGPD); el tiempo transcurrido es irrelevante cuando existe una relación administrativa continua-
da; el número o volumen de datos es consecuencia de la propia complejidad organizativa no im-
putable al interesado; y la actividad administrativa justifica objetivamente el tratamiento.

2.5. Abuso de derecho y principio de buena fe

La valoración de si una solicitud puede calificarse como excesiva por constituir un abuso 
de derecho debe realizarse conforme a criterios rigurosos. Como recuerda la Agencia Española 
de Protección de Datos (AEPD) en la resolución de archivo de actuaciones en el procedimiento 
Nº: E/00739/2021, el artículo 7 del Código Civil español establece que los derechos deberán ejer-
citarse conforme a las exigencias de la buena fe, y que la Ley no ampara el abuso del derecho o  
el ejercicio antisocial del mismo.

Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 2002 establece con cla-
ridad que el abuso del derecho o el ejercicio antisocial del mismo que la Ley no ampara supone  
que, aun respetando los límites formales con la actuación desarrollada por los que son titulares 
de los derechos, se produce una vulneración de los valores o de la idea axiológica que forma 
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parte del contenido del derecho subjetivo o de la norma cuyo objetivo se trata. En consecuencia, 
el ejercicio resulta abusivo cuando se efectúa de manera anormal en relación con el fin persegui-
do por la norma jurídica, o bien con ausencia de un interés legítimo o sobrepasando en exceso 
los límites naturales del derecho, hasta el punto de que queda desvirtuado en su esencia.

La referida resolución de la AEPD fijó los siguientes criterios útiles para fundamentar 
cuándo una solicitud de acceso puede considerarse abusiva:

• La multiplicidad de roles previos del interesado, que demostraba conocimiento de los nu-
merosos tratamientos existentes.

• El carácter repetitivo y fragmentario de las solicitudes, que evidenciaba una finalidad dila-
toria.

• La ausencia de un interés serio y legítimo apreciable dadas las circunstancias objetivas 
del caso.

• La existencia de un patrón objetivo que revela un ejercicio anormal del derecho, acorde 
con la doctrina sobre abuso de derecho y falta de buena fe.

Este precedente permite extraer criterios diferenciadores entre una solicitud genérica le-
gítima y una solicitud abusiva:

• Solicitud genérica legítima: la persona desconoce qué tratamientos le afectan en una ad-
ministración compleja, solicita información amplia de buena fe para conocer el alcance 
del tratamiento de sus datos.

• Solicitud abusiva: la persona conoce los tratamientos por relaciones previas, formula soli-
citudes fragmentarias o repetitivas con finalidad dilatoria o sancionadora, sin interés real 
en la transparencia.

Por tanto, en el caso de solicitudes genéricas del tipo "solicito el acceso a la totalidad de 
mis datos personales que se estén tratando” en esa Administración, la presunción debe ser la de 
ejercicio legítimo, pues:

• El ciudadano medio no conoce la estructura organizativa de la Administración ni los múl-
tiples tratamientos que pueden afectarle.

• La solicitud responde a la finalidad propia del artículo 15 RGPD (conocer qué datos se tra-
tan).

• No concurren, en principio, elementos de reiteración, fragmentación o finalidad ajena.

2.6.  Aplicación  al  caso  de  solicitudes  genéricas  de  acceso  en  Administraciones  Públicas 
complejas

Cabe recordar que el interesado no está obligado a motivar su solicitud ni a justificar un 
interés específico, tal y como ha establecido el TJUE.
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La complejidad organizativa de la Administración, caracterizada por múltiples órganos o 
unidades administrativas que actúan como responsables del  tratamiento independientes,  no 
constituye una circunstancia imputable al interesado que justifique la negativa a actuar respecto 
de su solicitud. El interesado no tiene por qué conocer la estructura interna de la organización 
administrativa ni identificar con precisión qué órgano concreto trata sus datos en cada ámbito. 
Trasladar al ciudadano esta carga supondría vaciar de contenido el derecho fundamental de ac-
ceso a los datos personales que le conciernan y resultaría contrario al sistema del RGPD.

El eventual esfuerzo que el responsable deba realizar para atender una solicitud genérica 
no constituye, por sí solo, causa de negativa a actuar respecto de dicha solicitud o de cobro de 
un canon razonable. En línea con lo indicado en el apartado 188 de las Directrices, la dificultad 
operativa derivada de la dispersión de tratamientos entre distintos órganos o unidades adminis-
trativas es una cuestión de organización interna que no debe menoscabar los derechos de los 
interesados.

No obstante lo anterior, la complejidad organizativa y la amplitud de la solicitud sí consti -
tuyen elementos relevantes para valorar si resulta proporcionado y razonable exigir al responsa-
ble la solicitud de aclaración prevista en el artículo 13.1 LOPDGDD, como mecanismo de concre-
ción que facilite una respuesta efectiva y útil para el interesado. La distinción es fundamental: la 
complejidad no justifica la negativa a actuar respecto de una solicitud o a cobrar un canon razo-
nable (artículo 12.5 RGPD), pero sí justifica solicitar la colaboración del interesado en la concre-
ción (artículo 13.1 LOPDGDD).

2.7. Nivel de prueba exigible para determinar el carácter excesivo 

El artículo 12.5, última frase, RGPD establece expresamente que la carga de demostrar el 
carácter manifiestamente infundado o excesivo de la solicitud recaerá sobre el responsable del 
tratamiento. 

El nivel de prueba exigible al responsable para acreditar el carácter excesivo de una soli-
citud debe ser riguroso, coherente con la excepcionalidad de la invocación de dicho carácter y 
con la naturaleza de derecho fundamental del derecho de acceso (ver artículo 8.2 de la Carta de 
Derechos Fundamentales de la UE). En particular, deben considerarse los siguientes elementos:

a) Tipo de prueba. El responsable debe acreditar el carácter excesivo mediante elementos de 
prueba objetivos, preferentemente documentales, que permitan constatar la concurrencia de 
los elementos del abuso de derecho (intención, objeto, circunstancias). No son suficientes apre-
ciaciones subjetivas o hipotéticas sobre las "molestias" que causará atender la solicitud.

b) Nivel probatorio. Dada la presunción de legitimidad del ejercicio del derecho (apartado 51 de 
las Directrices 01/2022), el responsable debe alcanzar un elevado nivel de convicción. No bastan 
indicios o sospechas, sino que deben acreditarse:
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• La existencia de solicitudes previas del interesado que abarcan los mismos datos (en ca-
so de invocar carácter repetitivo).1

• La reiteración de solicitudes de acceso a distintos datos (ello sin perjuicio, tanto en este 
punto como en el anterior, de que los interesados deben tener derecho a ejercer el dere-
cho de acceso con facilidad y a intervalos razonables, según indica el considerando 63 del 
RGPD).

• El conocimiento previo del interesado sobre los tratamientos (para acreditar falta de bue-
na fe).

• La finalidad abusiva perseguida (mediante acreditación de conductas,  declaraciones o 
patrones de comportamiento del interesado).

c) Momento probatorio. La acreditación debe realizarse antes de negarse a actuar respecto de la 
solicitud. El responsable no puede negarse primero y acreditar después en un eventual procedi-
miento ante la autoridad de control. La secuencia debe ser:

• recepción de la solicitud.

• análisis y recopilación de elementos probatorios

• si se acredita carácter excesivo, denegación de la actuación con exposición de la prueba 
o cobro de un canon razonable2, siendo esto último preferible por ser más beneficioso 
para el interesado y por cumplir mejor con la naturaleza del derecho de acceso como de-
recho fundamental.

• si no se acredita, tramitación ordinaria.

d) Documentación. En aplicación del principio de responsabilidad proactiva, el responsable debe 
documentar el proceso de valoración del carácter excesivo, las pruebas en que se fundamenta 
su decisión y los motivos por los que considera acreditada la intención abusiva. Esta documenta-
ción será esencial en caso de reclamación ante la autoridad de control.

e) Proporcionalidad. Aun cuando se acrediten elementos que pudieran sugerir abuso, el respon-
sable debe valorar si la respuesta proporcionada consiste en denegar totalmente la solicitud o si  
resulta más adecuado intentar facilitar el derecho de acceso (solicitud de aclaración del art. 13.1 
LOPDGDD, suministrar información de forma parcial, cobro de un canon razonable).

En el caso concreto de una primera solicitud genérica de acceso, la carga de la prueba del 
responsable es especialmente intensa, pues debe desvirtuar la presunción de legitimidad que 
ampara el ejercicio de un derecho fundamental. La mera amplitud de la solicitud, la complejidad 
organizativa del responsable o el esfuerzo que requiere su atención no alcanzan, ni aislada ni  
conjuntamente, el nivel probatorio exigible para acreditar el carácter excesivo.

1 Al respecto, el art. 13.3 LOPDGDD dispone que se podrá considerar repetitivo el ejercicio del derecho de acceso en más de  
una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima para ello.

2 El art. 13.4 LOPDGDD regula el supuesto particular de que el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece y que supon -
ga un coste desproporcionado, en cuyo caso la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el ex -
ceso de costes que su elección comporte. En este caso, solo podrá exigírsele al responsable la satisfacción del derecho de ac -
ceso sin dilaciones indebidas.

Dictamen 1/2026 (Tramitación de solicitudes de ejercicio del derecho de acceso)  7 
Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo



2.8. Conclusión

Una solicitud genérica del tipo "solicito el acceso a la totalidad de mis datos personales 
que se estén tratando” en esa Administración no puede ser denegada por excesiva desde el mo-
mento de su recepción, sin realizar actuaciones previas.

Esta conclusión se fundamenta en que el concepto "excesivo" del artículo 12.5 RGPD de-
be interpretarse de modo estricto, como excepción al ejercicio de un derecho fundamental; el 
carácter genérico de la solicitud debe implicar la presunción de ejercicio pleno del derecho de 
acceso no siendo la complejidad organizativa del responsable imputable al interesado. El esfuer-
zo que deba realizar el responsable no constituye por sí solo motivo para ser considerada como 
excesiva y la calificación de una solicitud como tal por abuso de derecho requiere la prueba rigu-
rosa de elementos objetivos que evidencien una intención manifiesta de sobrepasar los límites 
normales del ejercicio del derecho.

Dicha prueba debe alcanzar un estándar riguroso, acreditando mediante elementos obje-
tivos la concurrencia de los elementos constitutivos del abuso de derecho.

En consecuencia, el responsable del tratamiento que reciba una solicitud genérica de ac-
ceso debe presumir el ejercicio legítimo y pleno del derecho y no puede denegarla de plano in-
vocando su carácter excesivo. Solo tras realizar actuaciones que permitan valorar si concurren 
objetivamente los elementos de abuso conforme a los criterios expuestos, y asumiendo el res-
ponsable la plena carga de la prueba con el estándar riguroso indicado, podría considerarse ex-
cepcionalmente la aplicación del artículo 12.5 RGPD, teniendo en cuenta que, de las dos opcio-
nes previstas en el mismo, la más beneficiosa para el interesado y que cumple mejor con la na-
turaleza de derecho fundamental del derecho de acceso, es el cobro de un canon razonable en 
función de los costes administrativos afrontados para facilitar la información o comunicación o 
realizar la actuación solicitada. En ausencia de tales elementos probados, el responsable debe 
tramitar la solicitud, pudiendo hacer uso de los mecanismos de colaboración previstos en el ar-
tículo 13.1 LOPDGDD (solicitud de aclaración) y en el artículo 12.3 RGPD (ampliación del plazo 
por complejidad) cuando resulten necesarios y proporcionados.

3. Sobre la solicitud de aclaración y su régimen

3.1. Planteamiento de las cuestiones

Se analizan seguidamente cuatro cuestiones relacionadas con el régimen jurídico aplica-
ble a la solicitud de aclaración prevista en el artículo 13.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de di-
ciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (LOPDGDD) 
cuando el interesado ejercita un derecho de acceso genérico. En concreto, las cuestiones se re-
fieren a: (a) si constituye buena práctica solicitar aclaración proporcionando determinada infor-
mación al interesado; (b) si resulta aplicable el régimen de subsanación del artículo 68 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Pú-
blicas (LPAC); (c) qué determinaciones debe adoptar el responsable ante la ausencia de respues-
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ta; y (d) si opera la suspensión del plazo de contestación prevista en el artículo 22.1 LPAC cuando 
se solicita aclaración.

3.2. Marco normativo

El artículo 13.1, segundo párrafo, LOPDGDD establece que, cuando el responsable trate 
una gran cantidad de datos relativos al afectado y este ejercite su derecho de acceso sin especifi-
car si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable podrá solicitarle, antes de faci-
litar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de tratamiento a los que 
se refiere la solicitud.

El artículo 12.2 RGPD impone al responsable del tratamiento el deber de facilitar al inte-
resado el ejercicio de sus derechos. El artículo 12.3 RGPD establece que el responsable facilitará 
al interesado información sobre sus actuaciones sin dilación indebida y, en cualquier caso, en un 
plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, que podrá prorrogarse otros dos meses 
en caso necesario, teniendo en cuenta la complejidad y el número de solicitudes.

El artículo 68 LPAC regula el mecanismo de subsanación, disponiendo que si la solicitud 
de iniciación no reúne los requisitos exigidos, se requerirá al interesado para que, en un plazo 
de diez días, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido 
de su petición. El artículo 22.1.a) LPAC prevé la suspensión del plazo máximo para resolver cuan-
do deba requerirse al interesado para la subsanación de deficiencias.

3.3. Análisis de las cuestiones planteadas

A) Buena práctica de solicitar aclaración e informar al interesado

La primera cuestión plantea si constituye una buena práctica solicitar aclaración al intere-
sado informándole de que esa Administración carece de una única base de datos y que los datos 
se encuentran descentralizados, invitándole a concretar el contenido de su solicitud con referen-
cia a tratamientos concretos o indicando la rama de actividad, el intervalo temporal u otros deta-
lles, y recordándole la dirección electrónica del Inventario de Actividades de Tratamiento.

Esta práctica se considera acorde con el RGPD y la LOPDGDD. Así, el artículo 13.1 LO-
PDGDD prevé expresamente la posibilidad de solicitar que el afectado especifique los datos o 
actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud cuando el responsable trate una gran 
cantidad de datos. Esta previsión legal constituye una manifestación del principio del artículo 
12.2 RGPD, que impone al responsable el deber de facilitar al interesado el ejercicio de sus dere-
chos y también de lo dispuesto en el considerando 63 del RGPD cuando indica que “Si trata una 
gran cantidad de información relativa al interesado, el responsable del tratamiento debe estar facul -
tado para solicitar que, antes de facilitarse la información, el interesado especifique la información o 
actividades de tratamiento a que se refiere la solicitud”

Ello es además coherente con las Directrices 01/2022 que señalan que si el responsable 
tiene dudas sobre qué derecho desea ejercer el interesado, se recomienda pedir al mismo que 
explique el objeto de la solicitud (apartados 48, 50 y 51). Cuando la solicitud es muy amplia o ge-
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nérica y se tratan datos en contextos muy diversos, resulta razonable y apropiado solicitar una 
especificación que permita dar una respuesta efectiva y útil.

La información que se propone proporcionar al interesado contribuye a la efectividad del 
derecho de acceso. Informar sobre la descentralización de los datos en distintos órganos o uni-
dades  administrativas  que  actúan como responsables  independientes  permite  al  interesado 
comprender que su solicitud debe dirigirse al responsable o responsables adecuados y evita ex-
pectativas irreales sobre la capacidad de respuesta de un único órgano. Invitar al interesado a 
concretar su solicitud con referencia a tratamientos concretos, ramas de actividad, intervalos 
temporales o procedimientos administrativos facilita que pueda identificar con mayor precisión 
los datos que le interesan. Igualmente, recordar que la dirección del Inventario de Actividades de 
Tratamiento proporciona una herramienta de transparencia que permite al interesado informar-
se sobre qué tratamientos existen y quiénes son sus responsables.

Esta práctica resulta coherente con el objetivo del derecho de acceso, que no es generar 
cargas administrativas desproporcionadas, sino permitir al interesado conocer y verificar el tra-
tamiento  de  sus  datos  personales.  Esta  comunicación  entre  el  responsable  y  el  interesado, 
orientada a concretar la solicitud sin menoscabar el derecho, mejora la calidad de la respuesta y 
garantiza su utilidad efectiva para el interesado. 

B) Aplicabilidad del régimen de subsanación del artículo 68 LPAC

La segunda cuestión plantea si resulta aplicable a la solicitud de aclaración el régimen de 
subsanación regulado en el artículo 68 LPAC, fundamentalmente en lo referente al plazo de diez 
días para realizar la subsanación y a las consecuencias de la falta de respuesta al requerimiento.

El artículo 68 LPAC regula la subsanación de solicitudes que no reúnen los requisitos for-
males exigidos por los artículos 66 y 67 de la misma Ley, estableciendo un plazo de diez días pa-
ra subsanar y la consecuencia de tener por desistido al interesado si no subsana. Este régimen 
está diseñado para solicitudes que presentan defectos formales en su presentación, como falta 
de identificación del solicitante, ausencia de firma, falta de indicación del órgano al que se dirige 
o carencia de otros elementos formales exigidos.

La solicitud de aclaración prevista en el considerando 63 RGPD y regulada por el artículo 
13.1 LOPDGDD presenta una naturaleza jurídica distinta. No se trata de una subsanación de de-
fectos formales en la presentación de la solicitud, sino de una posibilidad conferida al responsa-
ble orientada a concretar el objeto material del derecho de acceso cuando el responsable trata 
una gran cantidad de datos y la solicitud es inconcreta. Una solicitud genérica de acceso a la to-
talidad de los datos personales tratados por esa Administración puede reunir todos los requisi -
tos formales exigibles: identificar al solicitante, expresar con claridad el derecho que se ejercita y 
dirigirse al responsable. Lo que podría faltar no es un requisito formal, sino una concreción del  
alcance material del derecho que se ejercita.

Por otra parte, el derecho de acceso regulado por el RGPD responde al ejercicio de un de-
recho subjetivo fundamental frente al responsable de un tratamiento, directamente reconocido 
en el artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE. Los artículos 12 y 15 del 
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RGPD constituyen un régimen normativo especial y autosuficiente, que resulta prevalente en 
función del principio de primacía del Derecho de la Unión, reiteradamente afirmado por el TJUE 
(entre otras, sentencia de 4 de diciembre de 2018, asunto C-378/17), impidiendo que las normas 
nacionales puedan menoscabarlo o comprometer su efecto útil mediante la imposición de tra-
bas, cargas o formalismos restrictivos no previstos en la normativa de la Unión.

Asimismo, la satisfacción del derecho de acceso no depende de la discrecionalidad admi-
nistrativa ni debe ser el resultado de la instrucción de un procedimiento reglado para la forma-
ción de una voluntad mediante un acto que cree, modifique o extinga derechos. Simplemente 
responde a una obligación del responsable, de naturaleza material y objetiva, de confirmar la 
existencia del tratamiento y, en tal caso, proporcionar información sobre el mismo y copia de los 
datos del interesado, sobre la base del principio de transparencia del art. 5.1.a) RGPD).

Por todo lo expuesto, no puede sostenerse la aplicación del contenido del artículo 68 
LPAC. A mayor abundamiento, resulta evidente que la consecuencia prevista en este artículo de 
tener por desistido al interesado que no subsana en el plazo de diez días supondría una vulnera-
ción del derecho fundamental de acceso, eludiendo la obligación que recae en el responsable de 
facilitar al interesado el ejercicio de este derecho (art. 12.2 RGPD). Como se ha establecido en la  
respuesta a la primera cuestión, la ausencia de concreción del interesado en su solicitud no pue-
de conducir automáticamente a la denegación del derecho sin que concurran y se acrediten ele-
mentos objetivos de abuso de derecho.

Lo anteriormente indicado no constituye óbice para que el responsable del tratamiento, 
de conformidad con el principio de responsabilidad proactiva, pueda conceder un plazo para 
que el interesado atienda a la solicitud de aclaración, sin que en ningún caso la ausencia de res-
puesta, una vez concluido el mismo, permita presumir un desistimiento tácito o automático del 
ejercicio del derecho. Respecto a la duración del plazo, puede acudirse, de manera orientativa, al  
de diez días establecido en el propio artículo 68 LPAC o incluso al de entre diez y quince días pre-
visto en el artículo 82 LPAC para el trámite de audiencia. Ambos se consideran referencias razo-
nables que permiten al interesado disponer de tiempo suficiente para revisar y concretar su soli-
citud, sin demorar en demasía la efectiva atención al derecho por parte del responsable.

C) Determinaciones ante la ausencia de respuesta a la solicitud de aclaración

La tercera cuestión plantea qué determinaciones debe tomar el responsable del trata-
miento ante la ausencia de respuesta a una solicitud de aclaración.

Cuando se ha solicitado aclaración al interesado conforme al artículo 13.1 LOPDGDD y 
este no responde en el plazo indicado, el responsable no puede simplemente archivar el proce-
dimiento o tener por desistido al interesado de forma automática, pues ello supondría una de-
negación tácita del derecho de acceso incompatible con el RGPD. El ejercicio del derecho de ac-
ceso no puede verse frustrado por la aplicación mecánica de reglas procedimentales que no 
contempla el RGPD. En ese mismo sentido se pronuncia con claridad el apartado 48 de las Direc-
trices señalando que si el responsable no recibe respuesta a su solicitud de aclaración, este debe 
interpretar la información contenida en la primera solicitud y actuar sobre esta base.
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Por tanto, ante la falta de respuesta del interesado a la solicitud de aclaración, el respon-
sable del tratamiento debe llevar a cabo una actuación que garantice la efectividad del derecho 
en la mayor medida posible. En primer lugar, el responsable puede reiterar la petición de aclara-
ción si considera que puede haberse producido un problema en la comunicación. Esta reitera-
ción debe realizarse de buena fe y con carácter proporcionado, sin convertirse en una dilación 
indebida de la respuesta.

Si tras una solicitud o, en su caso, reiteración razonable, el interesado persiste en no pro-
porcionar aclaración alguna, el responsable debe intentar dar una respuesta útil con la informa-
ción disponible. Esta respuesta debe atender, como mínimo, al primer componente del derecho 
de acceso previsto en el artículo 15.1 RGPD: confirmar si se están tratando o no datos persona-
les relativos al interesado. Si el responsable trata datos del interesado, debe facilitar acceso a los 
datos y a la información prevista en el artículo 15.1 RGPD en la medida en que resulte razonable-
mente posible sin la concreción solicitada. 

Solo en el supuesto excepcional en que, tras intentos razonables y de buena fe de obte-
ner la colaboración del interesado, este se niegue injustificadamente a proporcionar cualquier 
elemento de concreción, y concurran elementos objetivos que permitan acreditar una intención 
abusiva en el ejercicio del derecho, podría el responsable valorar la aplicación del artículo 12.5 
RGPD como se ha establecido en la respuesta a la primera cuestión.

En todo caso, cualquier decisión que adopte el responsable debe ser motivada y notifica-
da al interesado, informándole de su derecho a presentar una reclamación ante una autoridad 
de control. Se insiste en que la ausencia de respuesta a una solicitud de aclaración no puede 
equipararse automáticamente a un desistimiento ni a un ejercicio abusivo del derecho.

D) Suspensión del plazo de contestación

La cuarta cuestión plantea si, en caso de solicitarse una aclaración, opera la posibilidad 
de suspender el plazo de contestación a la solicitud de ejercicio de los derechos por el tiempo 
que señala el artículo 22.1 LPAC.

El plazo de un mes del artículo 12.3 RGPD podrá prorrogarse otros dos meses en caso 
necesario, teniendo en cuenta la complejidad y el número de solicitudes. Este plazo constituye 
una garantía esencial del derecho de acceso, pues la efectividad del derecho exige que la res-
puesta se produzca en un plazo razonable y debe gestionarse con arreglo a las modalidades del 
artículo 12 y a las Directrices (sección 5.3) sobre plazos.

El artículo 22.1.a) LPAC prevé que el transcurso del plazo máximo legal para resolver un 
procedimiento se pueda suspender cuando deba requerirse al interesado para la subsanación 
de deficiencias o la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el 
tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento o, en su de-
fecto, por el del plazo concedido.

Al respecto, debe reiterarse la argumentación expuesta en la letra B) anterior, referida a 
la sustantividad propia de la solicitud de subsanación prevista en el considerando 63 RGPD y re-
gulada por el artículo 13.1 LOPDGDD, en el marco del régimen normativo especial y autosufi-
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ciente que sobre el derecho de acceso representan los artículos 12 y 15 del RGPD, y la prevalen-
cia de aquel en función del principio de primacía del derecho de la Unión, que conlleva funda-
mentar la inaplicabilidad formal del artículo 22.1.a) LPAC. 

No obstante, el órgano responsable del tratamiento podría proceder a la suspensión del 
plazo de contestación sin necesidad de fundamentar la misma en la aplicación de la concreta 
norma administrativa, acudiendo al criterio establecido en el apartado 159 de las Directrices 
01/2022, que dispone que puede haber una suspensión del plazo hasta que el responsable del  
tratamiento haya obtenido la información necesaria del interesado, siempre que el responsable 
del tratamiento haya solicitado información adicional sin dilación indebida. 

La compatibilidad de la suspensión con el RGPD se fundamenta en que el artículo 13.1 
LOPDGDD constituye una especificación legítima del RGPD que no menoscaba el derecho funda-
mental, sino que articula un mecanismo de colaboración orientado a mejorar la calidad de la 
respuesta. Suspender el plazo mientras se espera la colaboración del interesado resulta razona-
ble y proporcional, pues permite al responsable disponer del tiempo necesario para preparar 
una respuesta adecuada una vez concretado el objeto de la solicitud, sin que el plazo disponible 
se consuma durante la espera de la aclaración.

En concreto, para que la suspensión sea compatible con la efectividad del derecho de ac-
ceso reconocido y regulado por el RGPD, sin desvirtuar las garantías temporales que el propio 
Reglamento establece, deberán cumplirse las siguientes condiciones: En primer lugar, la suspen-
sión debe notificarse expresamente al interesado, informándole de que el plazo para responder 
a su solicitud queda suspendido hasta que proporcione la aclaración requerida o transcurra el 
plazo concedido para ello. En segundo lugar, el plazo de suspensión debe ser razonable y pro-
porcionado, sin que pueda extenderse indefinidamente (nuevamente el plazo de diez días pre-
visto en el artículo 68 LPAC puede servir de referencia orientativa, aunque el responsable podría 
conceder un plazo superior si lo estima necesario atendiendo a la complejidad del caso). En ter-
cer lugar, la duración total del periodo transcurrido entre la solicitud del interesado y la atención 
de la misma por parte del responsable, excluyendo las suspensiones, no podrá superar el plazo 
de un mes previsto en el artículo 12.3 RGPD.

En cualquier caso, el responsable debe actuar con diligencia y buena fe. Si el interesado 
proporciona la aclaración solicitada, el responsable debe reanudar inmediatamente el cómputo 
del plazo. Si este resulta insuficiente por la complejidad de la solicitud aclarada, el responsable 
podrá hacer uso de la prórroga de dos meses adicionales prevista en el mismo precepto, de-
biendo notificarlo al interesado.

En todo caso, el responsable debe documentar las comunicaciones (petición de aclara-
ción, aviso de suspensión y reanudación) y, si la aclaración no llega, responder dentro del plazo 
restante con la información disponible, informando motivadamente de cualquier prórroga con-
forme al artículo 12.3 RGPD. 
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3.4. Conclusiones

En relación con el régimen jurídico de la solicitud de aclaración prevista en el artículo 13.1 
LOPDGDD, cabe concluir lo siguiente:

Constituye una buena práctica, acorde con el RGPD y la LOPDGDD, solicitar aclaración al 
interesado que formula una solicitud genérica de acceso, proporcionándole información adecua-
da. 

El régimen de subsanación del artículo 68 LPAC no resulta directamente aplicable a la so-
licitud de aclaración del artículo 13.1 LOPDGDD, pues esta no constituye una subsanación de de-
fectos formales sino un mecanismo de concreción del objeto del derecho. En particular, no re-
sulta compatible con el RGPD la consecuencia de desistimiento automático prevista en el artícu-
lo 68 LPAC. No obstante, los plazos de diez días establecidos en dicho artículo o el de entre diez 
y quince días del artículo 82 LPAC pueden servir de referencia orientativa o analógica para con-
ceder al interesado un tiempo razonable para responder. 

Ante la ausencia de respuesta del interesado a la solicitud de aclaración, el responsable 
no puede archivar el procedimiento ni tener por desistido al interesado de forma automática. 
Debe intentar dar una respuesta útil con la información disponible. Solo en casos excepcionales, 
tras intentos razonables de obtener colaboración y acreditándose elementos objetivos de inten-
ción abusiva, podría valorarse la aplicación del artículo 12.5 RGPD, asumiendo el responsable la 
plena carga de la prueba.

Resulta admisible  suspender el  cómputo del  plazo del  artículo 12.3 RGPD durante el 
tiempo en que se espera la respuesta del interesado a la solicitud de aclaración, acudiendo al  
criterio expresado en el apartado 159 de las Directrices 01/2022, siempre que la suspensión se 
notifique expresamente al interesado, el plazo de suspensión sea razonable y proporcionado, y 
el tiempo transcurrido entre la solicitud del interesado y la respuesta a la misma, excluyendo las 
suspensiones, no supere el plazo de un mes previsto en el artículo 12.3 RGPD, sin perjuicio del 
uso adecuado de la prórroga de dos meses adicionales prevista.

4. Sobre los medios de presentación de las solicitudes

4.1. Planteamiento de las cuestiones

Resulta de interés plantear tres cuestiones relacionadas con los medios admisibles para 
presentar solicitudes de ejercicio de derechos ante la Administración Pública. Las cuestiones se 
refieren a: (a) si los artículos 38.4 RGPD y 12.2 LOPDGDD deben interpretarse de manera cohe-
rente con el régimen de presentación de escritos del artículo 16.4 LPAC; (b) si las solicitudes lle-
gadas por medios como el correo electrónico deben ser inadmitidas de plano; y (c) si es posible 
un modelo híbrido en el que las solicitudes recibidas al margen de lo dispuesto en el artículo  
16.4 LPAC se admitan provisionalmente para requerir posteriormente su reformulación confor-
me a la legislación sobre procedimiento administrativo común.
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4.2. Marco normativo

El artículo 38.4 RGPD establece que los interesados podrán ponerse en contacto con el 
delegado de protección de datos por lo que respecta a todas las cuestiones relativas al trata-
miento de sus datos personales y al ejercicio de sus derechos. El artículo 12.2 LOPDGDD obliga a 
los responsables del tratamiento a informar al afectado sobre los medios a su disposición para 
ejercer los derechos que le corresponden, pero añade expresamente que el ejercicio del dere-
cho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.

Por su parte, el artículo 16.4 LPAC regula la presentación de escritos y documentos dirigi -
dos a los órganos de las Administraciones Públicas, estableciendo que los interesados podrán 
presentarlos en el registro electrónico de la Administración, en las oficinas de Correos, en las re-
presentaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero, en las oficinas de 
asistencia en materia de registros, o en cualquier otro que establezcan las disposiciones vigen-
tes. Este precepto, ateniéndose a su tenor literal, reduce las formas de presentación de las solici-
tudes a las cinco citadas, lo que aparentemente dejaría fuera la presentación por otros canales, 
como el correo electrónico publicado del DPD o el institucional del responsable.

4.3. Análisis de las cuestiones planteadas

A) Interpretación sistemática de los artículos 38.4 RGPD, 12.2 LOPDGDD y 16.4 LPAC

La primera cuestión plantea si los artículos 38.4 RGPD y 12.2 LOPDGDD deben interpre-
tarse de manera sistemática y coherente con el régimen procedimental específico de presenta-
ción de escritos contenido en el artículo 16.4 LPAC, de modo que su finalidad sea garantizar que 
no se impongan obstáculos injustificados al ejercicio de los derechos, pero sin permitir una total 
libertad de forma.

Al respecto, conviene incidir nuevamente en que el derecho de acceso es un derecho 
subjetivo fundamental frente al responsable del tratamiento directamente reconocido por el De-
recho de la Unión cuyo ejercicio se articula a través de las disposiciones contenidas en los artícu-
los 12 y 15 del RGPD, que vertebran un régimen normativo especial y autosuficiente con el com-
plemento de los artículos 12 y 13 de la LOPDGDD que hacen plenamente efectiva su aplicación. 

Por otra parte, resulta evidente que el sistema del RGPD es deliberadamente anti-forma-
lista en cuanto al ejercicio de derechos: el artículo 12.1 RGPD establece que el responsable del  
tratamiento facilitará al interesado toda información en forma concisa, transparente, inteligible y 
de fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, y el considerando 59 del RGPD señala que deben 
arbitrarse fórmulas para facilitar al interesado el ejercicio de sus derechos, incluidos los meca-
nismos para solicitar y obtener de forma gratuita el acceso a los datos personales. 

Más concretamente, en el contexto que se analiza, los apartados 52 y 53 de las Directri-
ces indican que en principio, no existen requisitos en virtud del RGPD que los interesados deban 
observar a la hora de elegir un canal de comunicación a través del cual entren en contacto con el 
responsable; si un interesado presenta una solicitud utilizando un canal de comunicación facili-
tado por el responsable del tratamiento, distinto del indicado como preferible, dicha solicitud se 
considerará, en general, efectiva y el responsable del tratamiento debe tramitarla en consecuen-
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cia. Este debe realizar todos los esfuerzos razonables para asegurarse de que se facilita el ejerci-
cio de los derechos de los interesados. 

Asimismo, los artículos 38.4 RGPD y 12.2 LOPDGDD son preceptos dirigidos a facilitar el 
ejercicio de los derechos. 

El artículo 38.4 RGPD, como se indicó, establece expresamente que los interesados po-
drán ponerse en contacto con el delegado de protección de datos por lo que respecta al ejercicio 
de sus derechos, sin especificar formalidades o canales tasados. Esta previsión debe entenderse 
en el contexto del sistema general del RGPD y la citada jurisprudencia del TJUE, que rechaza for-
malismos innecesarios y prioriza la accesibilidad y facilitación del ejercicio de derechos.

El artículo 12.2 LOPDGDD refuerza esta interpretación al disponer que el ejercicio del de-
recho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio. Cabe por  
tanto interpretar el término "otro medio" en sentido amplio, abarcando aquellos medios que 
permitan al interesado ejercitar su derecho de forma razonable, incluido el correo electrónico di-
rigido al delegado de protección de datos.

Por lo expuesto, considerar el régimen procedimental de presentación documental del 
artículo 16.4 como el único exigible para poder ejercitar los derechos en materia de protección 
de datos personales (entre ellos, el derecho de acceso) ante un órgano de la administración res-
ponsable del tratamiento o a través de su DPD, supone una interpretación restrictiva del sistema 
de libertad formal que subyace en los citados artículos del RGPD y LOPDGDD.

Así pues, los artículos 38.4 RGPD y 12.2 LOPDGDD no deben interpretarse subordinada-
mente al régimen de presentación del artículo 16.4 LPAC, sino que es precisamente este último 
el que debe interpretarse conforme a los primeros, entendiendo que las formas de presentación 
que dispone no constituyen una lista cerrada y excluyente cuando se trata del ejercicio de dere-
chos en materia de protección de datos personales, de manera que no debe impedirse la admi-
sión de solicitudes para el ejercicio de tales derechos presentadas por otros medios alternativos 
razonables y facilitados por el propio responsable.

No obstante, esta interpretación no supone consagrar una total libertad de forma, pues-
to que, como señalan las Directrices en su apartado 54, el responsable del tratamiento no está 
obligado a dar curso a una solicitud enviada a una dirección de correo electrónico (o postal) 
aleatoria o incorrecta, no facilitada directamente por el responsable del tratamiento, o a cual-
quier canal de comunicación que claramente no esté destinado a recibir solicitudes relativas a 
los derechos del interesado si el responsable del tratamiento ha facilitado un canal de comuni-
cación adecuado que pueda ser utilizado por el interesado.

B) Inadmisión de plano de solicitudes por correo electrónico

La segunda cuestión plantea si las solicitudes llegadas por medios como el correo elec-
trónico deben ser inadmitidas de plano, comunicándoselo a la persona interesada e informán-
dole de los cauces legales para su presentación.
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Según lo indicado en este apartado, resulta contrario al art. 12 RGPD y al art. 12.2 LO-
PDGDD inadmitir de plano una solicitud por el solo hecho de haberse presentado por correo 
electrónico cuando ese canal ha sido facilitado por el responsable (como es el caso del correo 
electrónico del DPD) y permite conocer con claridad el derecho ejercitado. Pero es que incluso la 
propia figura de la inadmisión no se contempla en el marco del ejercicio de los derechos en pro-
tección de datos configurado por el RGPD, conforme al cual la respuesta del responsable del tra-
tamiento debe consistir por regla general, en facilitar dicho ejercicio o, en supuestos excepciona-
les y tasados, denegarlo motivadamente.

Además, la adopción improcedente de una inadmisión de plano puede generar perjuicios 
al interesado en términos de cómputo de plazos y efectividad del derecho. Si el interesado pre-
senta su solicitud por correo electrónico confiando en la dirección publicada del delegado de 
protección de datos o del responsable del tratamiento (recuérdese que en virtud del artículo 
31.2 LOPDGDD en relación con el artículo 30.1.a) RGPD, los órganos o entes públicos deben pu-
blicar un inventario de sus actividades de tratamiento, que contenga, entre otros, los datos de 
contacto del responsable y del DPD) y transcurren días o semanas hasta que se le comunica que 
debe presentarla por otro cauce, el plazo para obtener respuesta se dilata indebidamente, me-
noscabando la efectividad del derecho. Esta dilación resultaría imputable a la Administración, no 
al interesado, pues es la Administración quien publica la dirección de contacto del delegado de 
protección de datos conforme al artículo 37.7 RGPD.

En consecuencia, las solicitudes presentadas por correo electrónico no pueden ser inad-
mitidas de plano. La Administración debe admitir la solicitud y tramitarla, sin perjuicio de que, en 
casos en los que el correo electrónico no permita garantizar adecuadamente la identificación del 
interesado, podrá solicitar que se facilite la información adicional necesaria para confirmar la 
identidad del interesado, en virtud del artículo 12.6 RGPD.

Por otra parte, con independencia del canal por el que se presente la solicitud, la Admi-
nistración deberá dejar constancia de su recepción en sus sistemas de información internos, co-
mo resulta exigible desde la perspectiva del principio de responsabilidad proactiva del artículo 
5.2 RGPD. Esta constancia proporciona seguridad jurídica a ambas partes, permitiendo al res-
ponsable acreditar el cumplimiento de los plazos y al interesado disponer de un punto de refe-
rencia temporal para el cómputo del plazo de respuesta. A este respecto, el apartado 57 de las 
Directrices considera una buena práctica que los responsables del tratamiento confirmen la re-
cepción de las solicitudes por escrito, por ejemplo, enviando un correo electrónico a la persona 
solicitante que confirme que su solicitud ha sido recibida y que el plazo de un mes para respon-
der discurre entre una fecha determinada y otra. 

C) Modelo híbrido de admisión provisional y requerimiento de subsanación

La tercera cuestión plantea si es posible un modelo híbrido en el que las solicitudes reci-
bidas por correo electrónico se admitan provisionalmente para que luego, a través de un reque-
rimiento de subsanación, se solicite que se reformule conforme a las exigencias de la legislación 
sobre procedimiento administrativo común.
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Por las razones expuestas en las dos respuestas anteriores, no resulta admisible un mo-
delo en el que se exija posteriormente de forma automática y generalizada que toda solicitud 
presentada por correo electrónico se reformule conforme al artículo 16.4 LPAC ya que podría 
constituir un obstáculo desproporcionado contrario al RGPD y a la LOPDGDD, constituyendo de 
facto una inadmisión diferida.

 

4.4. Conclusiones

En relación con los medios de presentación de solicitudes de ejercicio de derechos ante 
la Administración Pública, cabe concluir lo siguiente:

Los artículos 38.4 RGPD y 12.2 LOPDGDD consagran el principio de facilitación del ejerci -
cio de derechos y tienen primacía sobre requisitos procedimentales que puedan obstaculizarlo. 
El artículo 16.4 LPAC debe interpretarse de forma compatible con el RGPD, entendiendo que no 
constituye una lista cerrada y excluyente de medios de presentación cuando se trata del ejerci -
cio de derechos en materia de protección de datos. 

Las solicitudes presentadas por correo electrónico no pueden ser inadmitidas de plano, 
pues ello contradice expresamente el artículo 12.2 LOPDGDD y resulta contrario al principio de 
facilitación del ejercicio de derechos del artículo 12.2 RGPD. Esta inadmisión de plano, además 
de no contemplarse en el marco del ejercicio de los derechos en protección de datos configura-
do por el RGPD, supondría un obstáculo que priorizaría el formalismo sobre la efectividad del 
derecho fundamental.

Por tanto, tampoco resulta admisible un modelo en el que se exija posteriormente de 
forma automática y generalizada que toda solicitud presentada por correo electrónico se refor-
mule conforme al artículo 16.4 LPAC ya que podría constituir un obstáculo desproporcionado 
contrario al RGPD y a la LOPDGDD. 

Asimismo, cualquiera que sea el canal de presentación utilizado, la Administración debe-
rá dejar constancia de la recepción de la solicitud en sus sistemas de información internos, sien-
do recomendable, conforme al apartado 57 de las Directrices, confirmar al interesado por escri-
to dicha recepción y el plazo de que dispone el responsable para responder. 

En cualquier caso, la admisión de medios de presentación de solicitudes de acceso distin-
tos a los del citado artículo no excluye la aplicación de mecanismos de verificación de la identi-
dad cuando concurran dudas razonables sobre la identidad del solicitante conforme al artículo 
12.6 RGPD, tal y como se analizará en el siguiente apartado. Ambas cuestiones responden a fa-
ses distintas del ejercicio del derecho: la presentación de la solicitud y la posterior verificación de 
identidad cuando sea necesaria. 
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5. Sobre la identificación del solicitante

5.1. Planteamiento de la cuestión

La cuestión planteada se refiere a si, tratándose de una Administración Pública, la identi-
ficación de la persona solicitante de ejercicio de derechos debe hacerse en la forma prevista en 
la LPAC y su normativa de desarrollo, evitando la solicitud de copia del DNI a la persona solici -
tante.

5.2. Marco normativo

El considerando 64 RGPD establece que el responsable del tratamiento debe utilizar to-
das las medidas razonables para verificar la identidad de los interesados que soliciten el ejercicio 
de sus derechos. El artículo 12.6 RGPD precisa que si el responsable del tratamiento alberga du-
das razonables en relación con la identidad de la persona física que cursa la solicitud, podrá soli -
citar que se facilite información adicional necesaria para confirmar la identidad del interesado.

El carácter razonable de las dudas debe apreciarse caso por caso, atendiendo a las cir-
cunstancias específicas de cada solicitud. En el contexto de la Administración Pública, cuando 
una solicitud se presenta por medios que no incorporan sistemas robustos de identificación, co-
mo puede ser el correo postal ordinario, pueden concurrir dudas razonables sobre la identidad 
del remitente. En estos casos, el órgano responsable del tratamiento está habilitado para solici-
tar información adicional que permita confirmar la identidad.

Las Directrices 01/2022 establecen criterios esenciales sobre la verificación de identidad. 
Partiendo de la base de que, tal y como indica el apartado 64 de las mismas, el RGPD no impone 
ningún requisito sobre cómo autenticar al interesado, el apartado 65 señala que, por regla gene-
ral, el responsable del tratamiento no puede solicitar más datos personales de los necesarios 
para permitir la autenticación y que el uso de dicha información debe limitarse estrictamente a 
satisfacer la solicitud de los interesados.

Por su parte, el artículo 9.1 LPAC establece la obligación de verificar la identidad de los in-
teresados en el procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apelli-
dos o denominación o razón social que consten en el Documento Nacional de Identidad o docu-
mento identificativo equivalente. Los apartados siguientes de este precepto desarrollan el régi-
men de las formas de identificación electrónica admitidas. Por otra parte, el artículo 42 bis del  
Decreto 622/2019, de 26 de diciembre, de Administración electrónica de la Junta de Andalucía, 
establece que los órganos y entidades de la Administración autonómica podrán realizar compro-
baciones y verificaciones automatizadas de las informaciones que precisen para la gestión de los 
trámites de su competencia.
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5.3. La regla general de no solicitar copia del DNI

El principio de minimización de datos, consagrado en el artículo 5.1.c) RGPD, establece 
que los datos personales serán adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación 
con los fines para los que son tratados. Este principio resulta directamente aplicable a la verifica-
ción de la identidad del solicitante de ejercicio de derechos, pues el responsable solo puede soli -
citar aquellos datos que resulten estrictamente necesarios para confirmar que quien ejercita el 
derecho es efectivamente el interesado cuyos datos se tratan.

La solicitud de copia del DNI plantea un problema evidente desde la perspectiva del prin-
cipio de minimización. El DNI contiene numerosos datos personales que no resultan necesarios 
para la mera verificación de la identidad del solicitante, tales como el número de soporte del do-
cumento, la fecha de nacimiento, la nacionalidad, la fotografía o la firma digitalizada. Cuando el 
único objetivo del responsable es verificar que la persona que solicita el ejercicio del derecho es 
quien dice ser, la obtención de todos estos datos adicionales supone un tratamiento despropor-
cionado que excede de lo necesario para la finalidad perseguida.

Por su parte, las Directrices 01/2022 son particularmente claras respecto a la solicitud de 
copia del documento de identidad, estableciendo criterios precisos que deben observarse.

El apartado 73 establece que resulta desproporcionado exigir una copia de un documen-
to de identidad cuando el interesado que presenta una solicitud ya ha sido autenticado por el  
responsable del tratamiento. Esta regla resulta directamente aplicable cuando un interesado uti-
liza sistemas de identificación electrónica que ya garantizan su autenticación.

El apartado 74 añade una consideración adicional de gran relevancia: el uso de una copia 
de un documento de identidad como parte del proceso de autenticación crea un riesgo para la  
seguridad de los datos personales y puede dar lugar a un tratamiento no autorizado o ilícito. Por  
tanto, debe considerarse inadecuado solicitar copia del DNI, a menos que sea necesario, adecua-
do y acorde con la legislación nacional.

El apartado 76 establece que la información sobre la identificación que no sea necesaria 
para confirmar la identidad del interesado, como el número de serie, la nacionalidad, el color de 
los ojos, la fotografía y la zona de lectura mecánica, podrá ser expurgada u ocultada por el inte-
resado antes de presentarla al responsable del tratamiento. Esta previsión reconoce expresa-
mente que gran parte del contenido del documento de identidad no resulta necesario para la 
verificación.

El apartado 77 precisa que, para seguir el principio de minimización de los datos, el res-
ponsable del tratamiento debe informar al interesado de la información que no es necesaria y 
de la posibilidad de expurgar u ocultar esas partes del documento de identidad. Incluso en los 
casos en que resulte justificado solicitar algún elemento del documento de identidad, el respon-
sable debe aplicar salvaguardias para evitar el tratamiento ilícito, lo que puede incluir abstener-
se de hacer una copia o eliminar la copia inmediatamente después de la autenticación.

Por tanto, con carácter general, la solicitud de copia del DNI resulta contraria al principio 
de minimización de datos y debe considerarse inadecuada. La Administración Pública debe par-
tir de la premisa de que no solicitará copia del documento de identidad, reservando esta posibi-
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lidad únicamente para los supuestos excepcionales en que concurran circunstancias que lo justi-
fiquen conforme a los criterios que se analizan en el apartado 5.5.

5.4. Sistemas admisibles de verificación para la Administración Pública

La Administración Pública dispone de un conjunto de sistemas de verificación de identi-
dad, cuya utilización resulta plenamente compatible con el RGPD y que no requieren la obten-
ción de copia del DNI. Estos sistemas permiten cumplir con el deber de verificación de identidad 
respetando el principio de minimización de datos, siendo por tanto admisible su utilización en el 
marco del ejercicio de los derechos del interesado previstos en el RGPD (incluyendo el derecho 
de acceso), por cuanto, como ya se expuso, el RGPD no impone ningún requisito sobre cómo au-
tenticar al interesado.

No obstante, el responsable del tratamiento debe garantizar que no se recogen más da-
tos personales de lo necesario para permitir la autenticación de la persona solicitante llevando a 
cabo una evaluación de la proporcionalidad, que debe tener en cuenta el tipo de datos persona-
les que se están tratando, la naturaleza y el contexto de la solicitud, así como cualquier daño 
que pueda derivarse de una divulgación indebida (apartado 70 de las Directrices). 

También debe tenerse presente que el método utilizado para la autenticación debe ser 
pertinente, adecuado, proporcionado y respetar el principio de minimización de los datos. Si el 
responsable del tratamiento impone medidas destinadas a autenticar al interesado que son gra-
vosas, debe justificarlo adecuadamente y garantizar el cumplimiento de todos los principios del 
tratamiento, incluida la minimización de los datos y la obligación de facilitar el ejercicio de los de-
rechos de los interesados (apartado 71 de las Directrices).

A) Sistemas de identificación de los interesados previstos en la LPAC

El artículo 9.1 LPAC establece que la verificación de la identidad se realizará mediante la 
comprobación de los datos identificativos que consten en el DNI o documento equivalente, lo 
que no implica necesariamente la obtención de una copia del documento, sino la verificación de 
los datos de identificación.

Los apartados 2 y 3 del artículo 9 LPAC desarrollan los sistemas de identificación electró-
nica admitidos en el ámbito administrativo, que incluyen sistemas basados en certificados elec-
trónicos reconocidos, sistemas de clave concertada y otros sistemas que las Administraciones 
consideren válidos. Estos sistemas permiten verificar la identidad del interesado sin necesidad 
de obtener copia de su documento de identidad, garantizando un nivel de seguridad adecuado y 
respetando el principio de minimización de datos.

Cuando un interesado presenta una solicitud de ejercicio de derechos a través del regis-
tro electrónico de la Administración utilizando un certificado electrónico reconocido o un siste-
ma de identificación electrónica admitido, su identidad queda suficientemente acreditada por el 
propio sistema de identificación empleado. En estos casos, exigir adicionalmente la aportación 
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de copia del DNI resulta desproporcionado y contrario al principio de minimización, pues la iden-
tidad ya ha sido verificada mediante un sistema que ofrece garantías suficientes.

B) Sistemas de verificación automatizada

En el concreto ámbito de la Administración autonómica, el artículo 42 bis del Decreto 
622/2019 de la Junta de Andalucía refuerza las posibilidades de verificación al establecer que los 
órganos y entidades de la Administración autonómica podrán realizar comprobaciones y verifi-
caciones automatizadas de las informaciones que precisen. Este precepto habilita el uso de sis-
temas de verificación que permiten confirmar la identidad del solicitante mediante el contraste 
automatizado de datos con fuentes oficiales, sin necesidad de solicitar al interesado la aporta-
ción de documentación adicional.

La Administración Pública, en virtud de sus facultades de verificación automatizada, dis-
pone de herramientas para verificar la identidad sin necesidad de solicitar documentación al in-
teresado. Puede contrastar los datos identificativos aportados por el solicitante con las bases de 
datos oficiales de las que dispone, verificando así la correspondencia entre la identidad declara-
da y los registros oficiales. 

C) Métodos alternativos de verificación

Las Directrices 01/2022 proponen diversos métodos de verificación de identidad menos 
invasivos que la solicitud de copia del DNI. El apartado 66 señala que muchas veces ya existen 
procedimientos de autenticación entre los interesados y los responsables del tratamiento, y que 
los responsables podrán utilizar estos procedimientos de autenticación para determinar la iden-
tidad de los interesados que soliciten sus datos personales.

El apartado 75 destaca que el responsable del tratamiento podrá aplicar una medida de 
seguridad rápida y eficaz para identificar a un interesado sobre la base de la autenticación que 
haya llevado a cabo anteriormente, por ejemplo, por correo electrónico o mensaje de texto que 
contenga enlaces de confirmación, preguntas de seguridad o códigos de confirmación.

En el contexto de la Administración Pública, estos métodos alternativos pueden incluir el 
envío de un código de verificación a la dirección de correo electrónico o al número de teléfono 
que el interesado haya facilitado previamente en su relación con la Administración o la formula-
ción de preguntas de seguridad cuya respuesta solo debería conocer el interesado.

5.5. Excepción a la regla general

Las Directrices reconocen en su apartado 78 que, en determinadas circunstancias excep-
cionales, la autenticación sobre la base de un documento de identidad puede ser una medida 
justificada y proporcionada. El apartado señala que esto puede ocurrir en particular para las en-
tidades que tratan categorías especiales de datos personales o realizan el tratamiento de datos 
que pueden plantear un riesgo para el interesado, como información médica o sanitaria.
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En el ámbito de la Administración Pública, podrían concurrir circunstancias excepcionales 
que justifiquen la solicitud de elementos del documento de identidad: cuando se trate de acceso 
a datos especialmente sensibles, cuando no existan sistemas alternativos de verificación dispo-
nibles, cuando las dudas razonables sobre la identidad no puedan resolverse por otros medios 
menos invasivos, o cuando la legislación sectorial específica exija expresamente determinadas 
garantías de identificación para acceder a ciertos datos.

Incluso en los supuestos excepcionales en que pudiera justificarse solicitar elementos del 
documento de identidad, deben aplicarse las cautelas establecidas en las Directrices para evitar 
el tratamiento ilícito del documento de identidad y respetar el principio de minimización (aparta-
dos 73 a 77 anteriormente referenciados). Así, el responsable debe aplicar salvaguardias para 
evitar el tratamiento ilícito, lo que puede incluir abstenerse de hacer una copia o eliminar la co-
pia inmediatamente después de la autenticación satisfactoria de la identidad del interesado. 

5.6. Conclusión

Cuando existan dudas razonables sobre la identidad de la persona solicitante, la Adminis-
tración debe priorizar el uso de los sistemas previstos en la LPAC y su normativa de desarrollo u  
otros métodos equivalentes no intrusivos como el envío de códigos de verificación a contactos 
previamente facilitados o preguntas de seguridad cuando sean técnicamente viables, reservan-
do la solicitud de copia del DNI únicamente para supuestos excepcionales en los que resulte es-
trictamente necesaria, adecuada y proporcionada.

6. Sobre el plazo para responder a la solicitud

6.1. Planteamiento de las cuestiones

Se plantean en este apartado dos cuestiones relacionadas con el plazo para responder a 
solicitudes de ejercicio de derechos. Las cuestiones se refieren a: (a) si una solicitud genérica que 
involucra a varios responsables y abarca varias actividades de tratamiento puede considerarse 
"una excepción justificada" que permita la ampliación del plazo; y (b) si esta ampliación del plazo  
puede acordarse en el mismo momento de la admisión de la solicitud, haciéndoselo saber a la 
persona solicitante durante el transcurso del primer mes.

6.2. Marco normativo

El artículo 12.3 RGPD establece que el responsable del tratamiento facilitará al interesado 
información relativa a sus actuaciones sobre la base de una solicitud con arreglo a los artículos 
15 a 22 sin dilación indebida y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de la recepción  
de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos meses en caso necesario, teniendo en 
cuenta la complejidad y el número de solicitudes. El  responsable informará al interesado de 
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cualquiera de dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, in-
dicando los motivos de la dilación.

Las Directrices 01/2022 establecen en su apartado 158 que el responsable del tratamien-
to debe facilitar la información sin dilación indebida, lo que significa que debe hacerlo lo antes  
posible, y que si es posible facilitar la información en un plazo inferior a un mes, el responsable 
deberá hacerlo. El apartado 162 señala que la posibilidad de ampliar el plazo otros dos meses 
constituye una excepción a la norma general y no debe ser objeto de un uso excesivo, añadien-
do que si los responsables se ven a menudo obligados a ampliar el plazo, ello podría indicar la  
necesidad de seguir desarrollando sus procedimientos generales para tramitar las solicitudes.

6.3. Análisis de las cuestiones planteadas

A) Solicitud genérica con varios responsables como excepción justificada para la ampliación del 
plazo

La primera cuestión plantea si una solicitud genérica que involucra a varios responsables 
y abarca varias actividades de tratamiento puede considerarse "una excepción justificada" que 
permita la ampliación del plazo prevista en el artículo 12.3 RGPD.

El artículo 12.3 RGPD condiciona la prórroga del plazo a que sea "necesario, teniendo en 
cuenta la complejidad y el número de solicitudes". El concepto de "complejidad" constituye un 
concepto jurídico indeterminado cuya concreción debe realizarse caso por caso, atendiendo a 
las circunstancias específicas de cada solicitud. Las Directrices, en su apartado 163, señalan ex-
presamente que la cantidad de datos tratados por el responsable constituye uno de los factores 
que pueden considerarse pertinentes para valorar la complejidad de una solicitud.

Una solicitud genérica del tipo "solicito el acceso a la totalidad de mis datos personales 
que se estén tratando” en esa Administración que afecta potencialmente a varios responsables 
de tratamiento y a un número elevado de actividades de tratamiento presenta características 
objetivas que determinan su complejidad en el contexto organizativo ya descrito. 

La complejidad puede venir derivada de varios factores. En primer lugar, de la necesidad 
de identificar todos los tratamientos en los que pueden estar presentes datos del interesado, lo 
que exige revisar los distintos sistemas de información y bases de datos existentes en cada ór-
gano o unidad administrativa afectada. En segundo lugar, de la necesidad de coordinar a los dis-
tintos responsables de tratamiento para recopilar la información de forma completa y coheren-
te. En tercer lugar, de la dificultad de extraer y estructurar la información relativa al interesado 
de múltiples fuentes de datos que pueden utilizar formatos y sistemas heterogéneos. Finalmen-
te, de la necesidad de verificar, para cada tratamiento, si concurren las limitaciones al derecho 
de acceso contempladas en los artículos 15.4 y 23 del RGPD.

No obstante, la mera presentación de una solicitud genérica no determina automática-
mente la procedencia de la prórroga. El responsable debe realizar una valoración caso por caso 
de si concurren efectivamente elementos de complejidad que hagan necesaria la ampliación del 
plazo. Esta valoración debe tener en cuenta, entre otros aspectos, si el interesado ha mantenido 
una relación intensa y prolongada con la Administración que implique la existencia de datos en 
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múltiples tratamientos, o si por el contrario su relación ha sido limitada a ámbitos específicos 
que permitan dar respuesta en el plazo ordinario.

Además, debe considerarse la interacción entre la solicitud de aclaración prevista en el  
artículo 13.1 LOPDGDD y la prórroga del plazo. Como ya se ha establecido, el responsable puede 
solicitar al interesado que concrete su solicitud cuando trate una gran cantidad de datos y la soli-
citud sea genérica. Si el interesado atiende esta solicitud de aclaración y la concreta limitándola 
a determinados tratamientos o ámbitos, es posible que la complejidad inicial disminuya signifi-
cativamente y ya no resulte necesaria la prórroga del plazo. Por el contrario, si el interesado 
mantiene la amplitud de su solicitud tras la aclaración, ello refuerza la apreciación de compleji -
dad objetiva que justifica la ampliación.

El responsable debe actuar con diligencia y buena fe en la valoración de la complejidad. 
La prórroga del plazo constituye una excepción a la regla general, y su uso debe reservarse para 
los casos en que resulte efectivamente necesaria. Si los responsables se viesen obligados a am-
pliar el plazo de forma sistemática ante toda solicitud genérica, ello podría ser indicio de la nece -
sidad de desarrollar y mejorar los procedimientos generales para tramitar estas solicitudes, por 
ejemplo, mediante la implantación de sistemas que permitan recuperar de forma más eficiente 
los datos de los interesados de las distintas actividades de tratamiento.

Finalmente, se significa que del contenido de los apartados 3 y 4 del art. 12 del RGPD ca-
be inferir que el responsable del tratamiento no puede denegar la solicitud del interesado des-
pués de haberle informado de la prórroga, ya que el uso de la misma debe ir encaminado a la 
efectiva atención del derecho.

B) Momento de acordar la ampliación del plazo

La segunda cuestión plantea si la ampliación del plazo puede acordarse en el mismo mo-
mento de la admisión de la solicitud, haciéndoselo saber a la persona solicitante durante el 
transcurso del primer mes.

 Con carácter preliminar, cabe recordar que la inadmisión no se contempla en el marco 
del ejercicio de los derechos en protección de datos configurado por el RGPD. Por ello, en la res-
puesta a esta cuestión se empleará el término “momento de la recepción de la solicitud” en lugar 
de “momento de la admisión de la solicitud”.

El artículo 12.3 RGPD establece que "el responsable informará al interesado de cualquie-
ra de dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, indicando 
los motivos de la dilación". El tenor literal de este precepto no exige que la decisión de ampliar el 
plazo se adopte necesariamente al final del primer mes, sino que únicamente impone la obliga-
ción de informar al interesado dentro del plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud. 
Esta interpretación literal resulta compatible con una decisión temprana de prórroga, siempre 
que se informe al interesado dentro del plazo establecido.

Por tanto, resulta admisible que el responsable valore desde el momento de recepción 
de la solicitud si concurren elementos de complejidad que hagan previsible la necesidad de am-
pliación del plazo. Cuando una solicitud genérica evidencia desde su presentación que afectará a 
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múltiples responsables de tratamiento y a numerosas actividades de tratamiento, el responsa-
ble puede apreciar inmediatamente la complejidad objetiva del caso.

Informar al interesado desde un principio sobre la ampliación del plazo presenta venta-
jas desde la perspectiva de la gestión de expectativas y de la transparencia. El interesado conoce  
desde el primer momento que la respuesta a su solicitud requerirá el plazo ampliado, lo que le 
permite organizar sus actuaciones en consecuencia. Esta información temprana resulta preferi-
ble a mantener al interesado en la incertidumbre durante el primer mes para comunicarle al fi-
nal de dicho plazo que se va a hacer uso de la prórroga.

En todo caso, la posibilidad de acordar la ampliación desde el mismo momento de la re-
cepción de la solicitud debe aplicarse con importantes cautelas para evitar que se convierta en 
una práctica automática que desvirtúe el carácter excepcional de la prórroga. La decisión de am-
pliar el plazo desde el inicio debe enmarcarse dentro del principio de responsabilidad proactiva 
(art. 5.2 RGPD) de modo que el responsable deberá acreditar que la misma no responde a crite-
rios rutinarios o predeterminados, motivando adecuadamente por qué se aprecia desde ese 
momento inicial la complejidad que hace necesaria la ampliación. No puede, por tanto, tratarse 
de una respuesta automática ante toda solicitud genérica, sino de una valoración individualizada 
de las circunstancias del caso concreto. Asimismo, se considera esencial recabar el asesoramien-
to del DPD, con el fin de reforzar la solidez y coherencia de la fundamentación empleada. 

No obstante, conviene incidir en que si, haciendo uso de la previsión del artículo 13.1 LO-
PDGDD, el responsable requiere al interesado que concrete su solicitud, deberá aguardar a di-
cha aclaración antes de pronunciarse sobre la ampliación del plazo. En tal caso, si con una actua-
ción diligente del responsable, la solicitud aclarada puede responderse todavía en el plazo ordi-
nario establecido (o restante, en el caso de suspensión acordada con motivo de la aclaración), no 
procedería hacer uso de la prórroga.

6.4. Conclusiones

En relación con el plazo para responder a solicitudes genéricas de ejercicio de derechos, 
cabe concluir lo siguiente: 

Una solicitud genérica que involucra a varios responsables y abarca varias actividades de 
tratamiento puede constituir una excepción justificada que permita la ampliación del plazo pre-
vista en el artículo 12.3 RGPD, siempre que concurran elementos objetivos de complejidad que 
hagan necesaria dicha ampliación, valorados caso por caso y teniendo en cuenta las posibilida-
des de concreción de la solicitud mediante el mecanismo del artículo 13.1 LOPDGDD, sin conver-
tir la ampliación del plazo en una respuesta automática ante toda solicitud genérica, teniendo en 
cuenta que la prórroga constituye una excepción.

La ampliación del plazo puede acordarse desde el momento de la recepción de la solici-
tud, siempre que el responsable aprecie inmediatamente la complejidad objetiva del caso y lo 
comunique al interesado dentro del primer mes indicando los motivos específicos de la dilación. 
Esta práctica resulta compatible con el artículo 12.3 RGPD y favorece la transparencia y la ges-
tión de expectativas del interesado. Sin embargo, debe coordinarse adecuadamente con la soli-

Dictamen 1/2026 (Tramitación de solicitudes de ejercicio del derecho de acceso)  26 
Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo



citud de especificación del artículo 13.1 LOPDGDD, de modo que si, tras la aclaración, la comple-
jidad disminuye permitiendo una respuesta en el plazo ordinario, no procederá hacer uso de la 
prórroga. 

La decisión de ampliar el plazo desde el inicio requiere motivación individualizada y no 
puede automatizarse, debiendo el responsable valorar en cada caso si resulta efectivamente ne-
cesaria la ampliación atendiendo a las circunstancias específicas de la solicitud y a las posibilida-
des reales de dar respuesta en el plazo ordinario. A tales efectos se considera esencial recabar el 
asesoramiento del DPD.

 En ningún caso el responsable del tratamiento puede denegar la solicitud del interesado 
después de haberle informado de la prórroga, ya que el uso de la misma debe ir encaminado a 
la efectiva atención del derecho

7. Sobre la comunicación directa entre responsables

7.1. Planteamiento de la cuestión

La cuestión planteada es si, cuando un responsable de tratamiento considera que una 
solicitud no se refiere a tratamientos a su cargo, puede derivarla por sí mismo al responsable de 
tratamiento que entienda que es el competente, siempre que este sea conocido, aplicando ana-
lógicamente el artículo 14.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

7.2. Marco normativo

El artículo 14.1 de la Ley 40/2015 establece que el órgano administrativo que se estime 
incompetente para la resolución de un asunto remitirá directamente las actuaciones al órgano 
que considere competente, debiendo notificar esta circunstancia a los interesados.

El artículo 12.2 RGPD impone al responsable del tratamiento el deber de facilitar al inte-
resado el ejercicio de sus derechos. Las Directrices 01/2022 precisan (apartados 52 a 56) que el 
RGPD no impone requisitos formales respecto al uso del canal para presentar solicitudes y que,  
incluso si el interesado usa un canal distinto del “preferido”, la solicitud debe considerarse eficaz 
y tramitarse, debiendo el  responsable realizar esfuerzos razonables para encauzarla interna-
mente de forma adecuada.

 

7.3. Análisis de la cuestión planteada

Como ya se ha indicado a la hora de abordar cuestiones anteriores, el derecho de acceso 
es un derecho subjetivo fundamental (art. 8.2 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea) cuyo ejercicio frente al responsable del tratamiento se articula a través de las  
disposiciones contenidas en los artículos 12 y 15 del RGPD, que vertebran un régimen normativo 
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especial y autosuficiente con el complemento de los artículos 12 y 13 de la LOPDGDD que hacen 
plenamente efectiva su aplicación. 

La aplicación de los principios de lealtad, transparencia, responsabilidad proactiva y facili-
tación de los artículos 5.1.a), 5.2, 12.1 y 12.2 del RGPD justifican convenientemente la actuación 
de un responsable de tratamiento consistente en derivar las solicitudes de ejercicio del derecho 
de acceso que no corresponden a tratamientos a su cargo, a otros responsables identificables, 
favoreciendo con ello la efectividad del derecho sin necesidad de tener que acudir a una aplica -
ción analógica del artículo 14.1 de la Ley 40/2015. La derivación directa entre responsables cons-
tituye una exigencia intrínseca del sistema de protección de datos para asegurar que la solicitud 
llegue al responsable que efectivamente trata los datos, beneficiando al interesado al liberarle 
de tener que reproducir su solicitud ante el responsable correcto y al evitarle dilaciones innece-
sarias en la satisfacción de su derecho.

No obstante, la derivación directa entre responsables comporta una comunicación de da-
tos personales y debe cumplir determinadas condiciones para resultar conforme con el RGPD.

En primer lugar, debe limitarse a lo estrictamente necesario para tramitar la solicitud 
(principio de minimización) y apoyarse en una base jurídica adecuada (necesidad del cumpli-
miento de la obligación legal consistente en facilitar el ejercicio de los derechos del interesado 
que dispone el art. 12.2 del propio RGPD). Deben implantarse medidas técnicas y organizativas 
apropiadas (art. 32 RGPD) y dejar trazas documentales (art. 5.2 RGPD) del reenvío efectuado, de 
su justificación y de su recepción. Por tanto, el responsable que recibe inicialmente la solicitud 
debe tener certeza o, al menos, convicción razonable de que el responsable al que pretende de-
rivarla es efectivamente el responsable del tratamiento al que se refiere la solicitud del interesa-
do. Si existen dudas sobre a qué responsable corresponde atender la solicitud, debe consultarse 
a los Delegados de Protección de Datos de los respectivos responsables, siendo incluso preferi-
ble, en su caso, contactar con el interesado para que concrete su solicitud antes que derivarla a  
un responsable que pudiera no ser el adecuado.

En segundo lugar, debe notificarse al interesado que su solicitud ha sido derivada a otro  
responsable de tratamiento, indicándole la identidad del responsable al que se ha remitido y las 
razones de la derivación. Esta notificación garantiza la transparencia de la actuación y permite al 
interesado conocer el estado de tramitación de su solicitud.

En tercer lugar, el responsable al que se deriva la solicitud debe actuar, facilitando al  in-
teresado la respuesta con la correspondiente información dentro del  plazo del  artículo 12.3 
RGPD, computado desde la recepción de la solicitud por parte de dicho responsable. 

7.4. Conclusión

Cuando un responsable de tratamiento considera que una solicitud no se refiere a trata-
mientos a su cargo, debe derivarla por sí mismo al responsable de tratamiento que entienda 
que es el competente, siempre que éste sea conocido, en aplicación de los principios de lealtad, 
transparencia, responsabilidad proactiva y facilitación de los artículos 5.1.a), 5.2, 12.1 y 12.2 del 
RGPD.
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Esta práctica, para resultar conforme al RGPD, debe cumplir con determinadas condicio-
nes entre las que se destacan la certeza razonable sobre el responsable competente y la notifi-
cación al interesado de la derivación efectuada.

8. Sobre la tramitación de las solicitudes

8.1. Planteamiento de la cuestión

La cuestión planteada se refiere a si, en aras de los principios de concentración, eficacia, 
eficiencia y  simplificación administrativa,  es posible encomendar a un órgano administrativo 
transversal la gestión de las solicitudes de ejercicio de los derechos, el cual recabaría la decisión 
oportuna de los responsables de tratamiento y la notificaría a las personas interesadas.

Al respecto, conviene precisar de antemano que no corresponde al Consejo de Transpa-
rencia y Protección de Datos de Andalucía determinar cuestiones relativas a la organización in-
terna de las Administraciones y sus entidades instrumentales, por constituir competencias de 
estas en el ejercicio de sus potestades de autoorganización. El análisis que procede realizar se li-
mitará a resaltar la existencia de la actividad de tratamiento que se derivaría de la implantación  
del modelo organizativo propuesto y a detallar las diversas situaciones que pueden darse al res-
pecto, concluyendo con la exposición de los requisitos a tener en cuenta para que el modelo 
adoptado resulte acorde al RGPD sin menoscabar la efectividad de los derechos reconocidos en 
el Reglamento.

8.2. Marco normativo

El artículo 12.2 RGPD establece que el responsable del tratamiento facilitará al interesado 
el ejercicio de sus derechos. El artículo 24.1 RGPD impone al responsable del tratamiento la obli-
gación de aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar y poder demos-
trar que el tratamiento es conforme con el Reglamento. Por su parte, el artículo 26 RGPD aborda 
la figura de los corresponsables del tratamiento y el acuerdo por el que se determinan sus res-
ponsabilidades, y el artículo 28 del RGPD la del encargado del tratamiento y el contrato o acto ju-
rídico que lo vincula con el responsable.

Por su parte, las Directrices 01/2022 subrayan que el responsable debe adoptar “medidas 
oportunas” para facilitar el ejercicio del derecho (artículo 12 RGPD), teniendo en cuenta, entre 
otros factores, la cantidad y complejidad de los datos, y que tales medidas no pueden utilizarse 
para limitar el alcance del derecho. Asimismo, recomiendan evitar dirigir al interesado a diferen-
tes fuentes en la respuesta, favoreciendo circuitos organizativos que proporcionen un acceso co-
herente y completo (apartados 128 a 130).
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8.3. Análisis de la cuestión planteada

El modelo sobre cuya viabilidad se cuestiona consiste en encomendar a un órgano trans-
versal, de la Administración o en entidades instrumentales, la tramitación centralizada de solici-
tudes de ejercicio de derechos. Las funciones de este órgano podrían comprender, entre otras,  
la recepción de solicitudes, la emisión y recepción de peticiones de aclaración, la participación en 
la valoración del carácter manifiestamente infundado o excesivo de la solicitud, la recepción de 
la decisión de cada responsable afectado, la armonización de respuestas y la notificación conjun-
ta al interesado.

Con carácter previo al análisis de viabilidad, debe advertirse que la asunción por un ór-
gano transversal de alguna o todas las funciones descritas conlleva una actividad de tratamiento 
de datos personales diferenciada de los tratamientos subyacentes sobre los que se ejercen los 
derechos. El análisis de su adecuación al RGPD requiere, como paso inicial, identificar las concre-
tas operaciones de tratamiento que se prevea llevar a cabo y determinar cuáles de ellas corres-
ponderían a los responsables de los tratamientos afectados y cuáles al órgano de coordinación.

A partir de esa distribución funcional, procede comprobar dos extremos. En primer lugar, 
que dicho órgano disponga de competencia suficiente para intervenir en las operaciones que se 
le asignen, lo que deberá quedar debidamente fundamentado. En segundo lugar, que la natura-
leza de las operaciones efectivamente asumidas determine el rol jurídico que le corresponde 
conforme al RGPD, ya sea como corresponsable del tratamiento (artículo 26), como encargado 
del tratamiento (artículo 28) o, en su caso, como responsable autónomo de una actividad de tra-
tamiento específica. 

La determinación del rol jurídico del órgano transversal conforme al RGPD dependerá de 
la naturaleza de las operaciones que efectivamente se le asignen, sin que pueda establecerse a 
priori una calificación única válida para todos los supuestos. A título orientativo, cabe distinguir 
tres escenarios posibles.

Si las operaciones asignadas al órgano transversal se limitan a actuaciones de carácter 
instrumental, como la recepción y registro de solicitudes, la transmisión a los responsables afec-
tados y la notificación de la respuesta, su intervención no implicaría una participación en la de-
terminación de los fines ni de los medios esenciales del tratamiento. En tal caso, su rol se ajusta-
ría al de encargado del tratamiento conforme al artículo 28 RGPD, al tratar datos personales por 
cuenta de los responsables siguiendo sus instrucciones.

Si, por el contrario, el órgano transversal asume funciones que comportan una participa-
ción en decisiones sustantivas de alcance transversal, como la valoración del carácter manifies-
tamente infundado o excesivo de la solicitud conforme al artículo 12.5 RGPD o la decisión sobre 
la procedencia de una petición de aclaración, su intervención excedería la mera ejecución por 
cuenta ajena.  En este supuesto,  podría  configurarse una corresponsabilidad del  tratamiento 
conforme al artículo 26 RGPD, circunscrita a la actividad de tratamiento de gestión centralizada 
de solicitudes, sin que se extienda a los tratamientos subyacentes cuya titularidad corresponde 
a cada órganos o unidad administrativa.

Finalmente, cabría que el órgano transversal actuase como responsable autónomo de 
una actividad de tratamiento específica y debidamente delimitada, consistente en la coordina-
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ción y tramitación centralizada de las solicitudes, con fines y medios propios diferenciados de los 
de cada responsable individual.

Cualquiera que sea el rol que resulte del análisis funcional precedente, será necesario ve-
rificar que el órgano transversal dispone de competencia suficiente para desempeñarlo. A estos 
efectos, pueden darse dos situaciones:

A) Que el vigente decreto de estructura, disposición normativa similar o los estatutos de 
la entidad instrumental de que se trate, atribuya al órgano transversal competencias que resul-
ten suficientes para fundamentar la intervención operativa que se le asigne. En tal caso, proce-
derá formalizar la relación mediante el instrumento jurídico que corresponda según el rol identi -
ficado: un acuerdo de corresponsabilidad conforme al artículo 26 RGPD, un acto jurídico de en-
cargo conforme al artículo 28 RGPD, o la inscripción de una actividad de tratamiento diferencia-
da en el registro de actividades del artículo 30 RGPD, según proceda.

B) Que la atribución competencial existente no resulte suficiente para el rol identificado. 
En este supuesto, cabrá acometer la correspondiente modificación normativa o estatutaria que 
proporcione la habilitación necesaria o bien, si resultase viable conforme al análisis funcional, re-
configurar las operaciones asignadas al órgano transversal de modo que se ajusten a un rol 
compatible con las competencias de que ya dispone.

Con independencia del rol jurídico que corresponda al órgano transversal conforme al 
análisis funcional precedente, el modelo organizativo que se adopte no resultará contrario al  
RGPD siempre que se respeten los siguientes principios.

En primer lugar, la intervención del órgano transversal no altera la condición de respon-
sable del tratamiento que corresponde a cada centro directivo respecto de sus propios trata-
mientos. La competencia exclusiva para decidir sobre el contenido de la respuesta en relación 
con los datos que cada uno trata permanece en el responsable correspondiente. 

En segundo lugar, la centralización no puede generar dilaciones que menoscaben el cum-
plimiento del plazo del artículo 12.3 RGPD. El modelo debe diseñarse con procedimientos y pla-
zos internos de coordinación que garanticen la respuesta dentro del mes establecido como regla 
general. La complejidad derivada de la estructura organizativa interna de la Administración no 
constituye, por sí misma, causa habilitante para invocar la prórroga de dos meses adicionales 
que prevé dicho artículo, la cual se refiere a la complejidad o al número de las solicitudes. No 
obstante, una solicitud que abarque la totalidad de los datos tratados por una Administración o 
a un conjunto significativo de sus órganos directivos, afectando a numerosos responsables y ac-
tividades de tratamiento, sí podría calificarse objetivamente como compleja en razón de su al-
cance. En tal caso, la prórroga estaría justificada por la complejidad intrínseca de la solicitud, no 
por la estructura administrativa que debe atenderla. Si, pese a todo, la centralización generase 
sistemáticamente retrasos, ello indicaría que el modelo no resulta adecuado para garantizar la 
efectividad de los derechos.

En tercer lugar, debe garantizarse la trazabilidad y la determinación de responsabilida-
des. Aunque el órgano transversal centralice la tramitación, debe quedar constancia documental 
de qué responsable ha adoptado cada decisión respecto de los datos que trata, de modo que 
pueda determinarse la responsabilidad en caso de incumplimiento.
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En cuarto lugar, la relación entre el órgano transversal y los responsables de los trata-
mientos afectados debe quedar debidamente formalizada mediante el instrumento jurídico que 
corresponda al rol identificado. 

Finalmente, cabe señalar que desde la perspectiva del interesado, el modelo propuesto 
puede presentar ventajas apreciables, pues permitiría ofrecer una respuesta única y coherente 
cuando la solicitud afecta a múltiples responsables, evitando la fragmentación en comunicacio-
nes parciales que puedan resultar confusas o contradictorias.

8.4. Conclusión
No corresponde al Consejo determinar la organización interna más adecuada para la tra-

mitación de solicitudes de ejercicio de derechos, pues esta es una cuestión que corresponde a 
cada Administración en el ejercicio de su potestad de autoorganización.

La asunción por un órgano transversal de las funciones destinadas a atender el ejercicio 
de los derechos de protección de datos conlleva una actividad de tratamiento de datos persona-
les. Por tanto, resulta necesario identificar las concretas operaciones de tratamiento que se pre-
vea llevar a cabo, determinar cuáles corresponderían a los responsables de los tratamientos 
afectados y cuáles al órgano de coordinación, y a partir de esa distribución funcional, identificar 
el rol jurídico que corresponda a dicho órgano conforme al RGPD, ya sea como corresponsable 
(artículo 26), encargado (artículo 28) o responsable autónomo de una actividad de tratamiento 
específica.

Una vez determinado el rol, deberá verificarse que el órgano transversal dispone de com-
petencia suficiente para desempeñarlo o, en caso contrario, promover la habilitación que corres-
ponda.

El modelo propuesto de centralizar en un órgano transversal la tramitación de solicitudes 
que afectan a múltiples responsables no resultaría contrario al RGPD, siempre que se respeta-
sen los siguientes principios: la condición de responsable de cada órgano respecto de sus trata-
mientos y su competencia exclusiva sobre el contenido de la respuesta en relación con los datos 
que trata no deben verse alteradas; la centralización no debe generar dilaciones que menosca-
ben el cumplimiento del plazo del artículo 12.3 RGPD; debe garantizarse la trazabilidad y la de-
terminación de responsabilidades mediante constancia documental de las decisiones adoptadas 
por cada responsable; y la relación entre el órgano transversal y los responsables afectados de-
be quedar debidamente formalizada mediante el instrumento jurídico que corresponda al rol 
identificado.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

Jesús Jiménez López
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